Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 10:13). 


—En nombre de la Comisión de Hacienda quiero agradecer la presencia del economista 
Martín Vallcorba en representación del Ministerio de Economía y Finanzas y de la señora Solange 
Moreira en representación del Correo Uruguayo. Las autoridades del Banco de la República nos 
hicieron saber que, lamentablemente, no van a poder concurrir. De todos modos, la señora Moreira nos 
podrá contar lo relativo al convenio firmado. 


Se va a comenzar a trabajar sobre una propuesta que realizó el señor senador Mieres con 
respecto a la inclusión financiera, proyecto de ley que ya fue aprobado por la Cámara de 
Representantes. 


SEÑORA MOREIRA (Solange).- En primer lugar, quisiéramos agradecerles que nos hayan invitado a 
esta sesión. Es muy importante para el Correo Uruguayo trasmitir la felicidad que sentimos los postales 
por haber firmado, finalmente, el acuerdo con el Banco de la República sobre corresponsalía 
financiera. 


Como empresa pública entendemos —personalmente también lo creo porque mis primeros 
años de vida los pasé en el interior profundo-— las necesidades de la gente que vive en las poblaciones 
rurales. Si bien tenemos la obligación constitucional y legal de estar presentes en localidades de más 
de 500 habitantes, sabemos que por un tema de inclusión financiera necesitamos llegar más allá de 
eso, al interior del país. Esta es una primera introducción; luego continuaré profundizando sobre el 
acuerdo. 


Sabemos que para los paisanos que viven en poblaciones lejanas el contar con servicios 
básicos y esenciales significa un costo extra por el hecho de tener que desplazarse, lo que en muchas 
ocasiones implica la pérdida de la jornada laboral. A su vez, las madres rurales, a veces, no saben con 
quién dejar a sus hijos. Esa es una preocupación que debe tener presente Correo Uruguayo y 
asumimos la obligación de garantizar que eso no suceda; de lo contrario, se tendría que hablar de 
compatriotas de primera y de segunda, dado que sus derechos están siendo vulnerados. 


Para nosotros es un placer confirmar que, finalmente, el 9 de agosto firmamos este acuerdo. 


Nos llevó un tiempo obtener la autorización del Banco Central del Uruguay porque las 
exigencias que hay son importantes. Correo Uruguayo no tiene la misma seguridad que una red de 
cobros y pagos, pero finalmente pudimos firmar el acuerdo. El objetivo principal de ambas instituciones 
—me siento casi autorizada por el Banco de la República para expresarme por ambas-— es que la 
inclusión financiera de verdad llegue a esas poblaciones. Aunque estos paisanos hubieran tenido la 
posibilidad de contar con una tarjeta de débito, hoy tendrían la misma problemática, es decir, no 
podrían pagar facturas ni los peones rurales podrían cobrar su sueldo. 


Este acuerdo con el Banco de la República significa que las tarjetas se van a poder tramitar 
en los locales del Correo Uruguayo. Una vez que el trámite se autoriza, llegan las tarjetas y el Correo 
Uruguayo las entrega a los habitantes del lugar. Creo que es importante destacar por qué es tan 
relevante este acuerdo que tenemos con el Banco de la República. 


En la diapositiva se puede apreciar la red nacional postal donde van a estar presentes el 
Banco de la República Oriental del Uruguay y Correo Uruguayo prestando servicios de inclusión 
financiera. Como pueden ver, el Correo Uruguayo prácticamente se encuentra en todo el país. 
Actualmente estamos presentes en los siguientes lugares: en amarillo, aparecen los 160 locales de 
Correo Uruguayo y, en azul, los 23 Centros de Atención Ciudadana. El último fue inaugurado en 2014 
en pueblo Greco. Esto tiene que ver con muchas de las dificultades que hoy tienen las poblaciones, en 
particular los Centros de Atención Ciudadana que brindan servicios a las poblaciones más alejadas. 


Recuerden que los Centros de Atención Ciudadana surgieron en 2008 con la intención, precisamente, 
de encontrar soluciones para los trámites que era necesario realizar, tales como: obtención de partidas 
de nacimiento, de partidas de defunción, del número para tramitar la cédula, así como el pago de 
pensiones y jubilaciones, de las cuotas de Mevir, de la Agencia Nacional de Vivienda, entre otros. Por 
lo tanto, debemos confirmar que los que viven en lugares más alejados van a tener un punto más 
cercano en donde obtener esta tarjeta. 


A continuación, haré dos comentarios. En el diálogo social convocado por el Gobierno 
presentamos un proyecto denominado Centro de Cercanía. ¿Qué significa un centro de cercanía? 
Hemos verificado algunas dificultades en la instalación de nuevos Centros de Atención Ciudadana, que 
implicaban más costos —de infraestructura y recursos humanos-— para el correo o la OPP y, entonces, 
Correo Uruguayo decidió pensar un proyecto según el cual, en un gran acuerdo interinstitucional y con 
soluciones territoriales, prestar los mismos servicios e ir un poquito más allá. Paso a relatar qué 
significan estos Centros de Cercanía y la importancia que van a tener, porque serán muchos puntos 
más de los que se ven en el mapa. 


Los Centros de Cercanía buscan un acuerdo, en particular con las intendencias. Sabemos 
que las intendencias deben ser un socio estratégico pues conocen las realidades de cada uno de sus 
departamentos y, por tanto, son un socio fundamental para determinar cuáles son aquellas localidades 
que más servicios necesitan y más vulnerados tienen sus derechos. El acuerdo implica usar una 
infraestructura edilicia ya existente —que puede una junta local, una alcaldía o, en su defecto, un centro 
MEC, cuya presencia es bastante importante en el país-, que la Intendencia proporcione dicha 
infraestructura, dos funcionarios que presten los servicios que hoy brindan los Centros de Atención 
Ciudadana y algunos más —no puedo olvidarme del «algunos más» para después— y Correo Uruguayo 
suministre, si es necesario, el software, la capacitación y el hardware. 


Es un placer anunciar —aprovecho esta oportunidad para invitarlos— la apertura del primer 
Centro de Cercanía en pueblo Arévalo, Cerro Largo, que tiene 130 habitantes. Repito algo que es 
importante. Si bien tenemos la obligación legal de estar en poblaciones de 500 habitantes, vamos a 
abrir el primer Centro de Cercanía en una población de 130 habitantes para graficar lo que haremos en 
una alcaldía, que prácticamente es un lugar de encuentro de los paisanos y está rodeado de 
palenques. Realmente es una población rural muy alejada. 


Si bien este proyecto de cercanía fue presentado en el diálogo social y el objetivo era 
desarrollarlo a lo largo del año —esto requiere conocer realmente esos lugares—, fui invitada por el 
diputado Fratti porque él también estaba preocupado por esa población, pues había recibido planteos 
respecto a que para realizar el pago de sus facturas o la cobranza de sus sueldos o jubilaciones debían 
desplazarse hasta Santa Clara de Olimar. Visitamos el lugar y nos adelantamos; creíamos que era un 
punto interesante donde implementar un primer proyecto piloto. Fue así que en el mes de junio pasado 
concurrimos al pueblo Arévalo, charlamos con los vecinos, observamos las instalaciones y nos dimos 
cuenta de que tenía todo lo necesario para hacer esto. Además, había una voluntad enorme de la 
población de colaborar con el correo. Ya estamos por firmar el convenio y probablemente el 24 de 
agosto estaremos inaugurando el primer centro de cercanía en un pueblito muy alejado, en donde la 
gente generalmente necesita andar a caballo para desplazarse. Es una alegría. 


Por otro lado, voy a explicar por qué esta red va más allá y por qué la inclusión financiera va 
a ser efectivamente inclusión financiera. Tenemos el proyecto de instalar en nuestros locales los POS. 
Eso va a permitir que no solo tengan una tarjeta sino que también puedan usarla porque, como no hay 
cerca un Banco República, un cajero o un comercio, no pueden pagar sus facturas. 


Nuestros funcionarios postales están muy acostumbrados a trabajar con los vecinos. Me 
hubiera gustado que vieran un video en el que se exhiben historias lindas que dan cuenta de esa 
cercanía. Contaba una funcionaria postal que había vecinos que no necesariamente entraban al correo 
por un servicio; a veces necesitaban charlar, contar cosas. Esta funcionaria postal decía que casi 
hacían de psicólogos. Reitero: los vecinos tienen una cercanía muy grande con nuestros funcionarios 
postales. 


De manera que vamos a instalar POS en esos lugares, en los centros de cercanía. Vuelvo a 
decir que para nosotros el proyecto es muy importante. También lo es porque sabemos que a veces el 
obtener una tarjeta no necesariamente significa que la sepan usar. Nuestros funcionarios van a 
capacitarse aunque ya lo saben hacer— para enseñarles cómo usarla, no solamente en los locales del 
correo sino también en otros lugares y en cajeros que encuentren cuando se trasladen a otros lugares 
del país. De ahí la importancia de aprender a usar una tarjeta. 


Básicamente, ese es el acuerdo. 


¿Por qué nos animamos a ir un poco más allá? Si me permite, señora presidenta, me voy a 
desviar un poco del tema. En realidad, Correo Uruguayo tiene experiencia en prestar servicios 
esenciales para la población. Este organismo es responsable de la logística del Plan Ceibal y cuando 
tuvo que ir a poblaciones donde había una escuela con una maestra y dos alumnos, lo hizo. Ahora 
ganamos la licitación para el Plan Ibirapitá. También repartimos las muestras con las gotitas de sangre 
de los bebés que nacen en todas las maternidades, públicas y privadas, lo que forma parte de la 
pesquisa neonatal. O sea que Correo Uruguayo no solo llega hasta donde quieras, sino que también 
lleva salud. Al mismo tiempo, repartimos las canastas de Uruguay Crece Contigo. En todas las 
maternidades del Uruguay, públicas y privadas, el correo lleva esta canasta en la que hay muchos 
productos para los recién nacidos. Por lo tanto, también cuidamos a los niños. 


En particular, nosotros desarrollamos un servicio, una plataforma que se llama «Ahíva» —que 
era la que quería demostrar— en la que los propios funcionarios desarrollaron un sistema de 
seguimiento que permite que los funcionarios postales, sobre todo los ochocientos carteros que 
recorren el país, tengan un dispositivo, un PDA, no un POS. Cuando hicimos la licitación tuvimos la 
precaución de que a estos PDA que estábamos comprando se pudiera anexar un POS. Por ejemplo, 
una persona que tenga una enfermedad crónica, que tenga dificultades para trasladarse y esté sola, el 
cartero va a llegar a su casa con ese dispositivo. Ahora, a través de la presentación que vamos a 
proyectar, verán cómo se hace actualmente, pues si bien fue desarrollado para la logística nacional, 
permite que las personas pasen la tarjeta y paguen sus facturas en la puerta de su casa. Estamos 
yendo mucho más allá de lo que el acuerdo implica, vuelvo a repetir, responsabilizándonos de que no 
existan ciudadanos de primera y segunda. 


A continuación vamos a ver una presentación con la plataforma que desarrolló el correo. 
(Se proyecta la presentación). 


—Este fue un seguimiento del Correo Uruguayo que garantiza —estas tarjetas, además, están 
asociadas con la responsabilidad bancaria— que podamos cumplir con todas las obligaciones del Banco 
de la República, determinar si un trámite efectivamente llegó al Banco de la República y si las tarjetas 
fueron entregadas o rechazadas por algún problema. 


Básicamente, esto es lo que quería mostrar a los integrantes de la comisión, señalando que 
estamos muy felices de haber firmado este acuerdo y de poder contribuir con una verdadera ley de 
inclusión financiera. 


SEÑOR MIERES.- Me parece que esto está bueno para enfocar el punto que atañe específicamente al 
proyecto. Creo que es muy valiosa la información que ha dado la presidenta del Correo Uruguayo y 
también lo son los esfuerzos que se hacen por ampliar los servicios, incluso, a los lugares más lejanos, 
porque de eso trata el planteo que hemos hecho. 


El problema es que lo que nosotros estamos planteando tiene que ver, estricta y 
exclusivamente, con el pago de sueldos. Obviamente, el pago de sueldos hoy es un problema en los 
pueblos pequeños, en la medida en que la ley de inclusión financiera establece una obligación de pago 
vía bancaria. Cuando uno recorre el país ve que en una gran cantidad de pueblos chicos no hay 
sucursales bancarias ni cajeros automáticos, ni tan siquiera POS, aunque estas terminales pueden 
servir para pagar cuentas pero los comerciantes no tienen espalda financiera como para pagar 
sueldos. Además, no está dentro de sus posibilidades ni están autorizados a ello. 


Dejo planteada lateralmente la preocupación de que tanto los entes autónomos como los 
servicios descentralizados se rigen por el principio de especialidad, de acuerdo con la Constitución de 
la República. Por lo tanto, solo pueden hacer lo que su carta orgánica establece. 


Entonces, habría que analizar este punto desde la perspectiva de las nuevas prestaciones 
que eventualmente pueda brindar el Correo Uruguayo. Pero esto es lateral. El punto central tiene que 
ver con el hecho de que, en la medida en que no hay cajeros automáticos ni sucursales bancarias, los 
trabajadores que viven en los pueblos más pequeños tienen que trasladarse —algunas veces 
cincuenta kilómetros y otras cien kilómetros— para ir a cobrar su sueldo. Eso significa, en muchos 
casos, la pérdida de un día de trabajo. El Estado les impone esta obligación pero no les proporciona el 
servicio correspondiente. 


Lo que muy modestamente planteamos es incorporar en el artículo 10 de la ley de inclusión 
financiera, un inciso adicional que establezca que en el caso de las personas que viven en una 
localidad en la cual en un cierto radio —supongamos de dos kilómetros— no existe ninguna 
terminal financiera para cobrar su sueldo, se las exima de esa obligación mientras no se encuentre una 
alternativa. 


Quiero decir, además, que de acuerdo con la exposición de la presidenta del Correo 
Uruguayo, entre los servicios planteados no está previsto el pago de sueldos. Por otra parte, si lo 
estuviera, ello implicaría una preocupación importante, en la medida en que habría que tener una 
disposición de dinero tal que podría generar problemas de seguridad. 


Hemos consultado —y hasta ahora no hemos obtenido respuesta— sobre algunos mecanismos 
alternativos como, por ejemplo, los que se utilizan en temporada en las zonas de playas, donde a 
veces hay cajeros automáticos portátiles. Estos son instalados en la temporada turística alta dos o tres 
veces por semana en cada balneario, debido a que la población de ese balneario se incrementó 
sustancialmente por ese período. Quizás esa pueda ser una solución para ese problema; me refiero a 
que el Banco de la República ponga en marcha un procedimiento que permita cubrir todos los pueblos, 
dos o tres veces por semana en cada uno. De cualquier manera, aunque se logre ese procedimiento — 
que me parece que es interesante—, no estaría de más tener una norma que establezca el relevo de la 
obligación de pago vía bancaria cuando no hay una terminal bancaria disponible. 


Por supuesto que a esto se agrega el problema de los cobros, y este proyecto de ley — 
lamentablemente— no lo resuelve; capaz que eso sí puede pasar por la vía de Correo Uruguayo, 
aunque habría que ver si está autorizado por la ley. Ese es otro problema: hay gente que paga para 
pagar, o sea, le paga a un vecino para que este le pague la cuenta de UTE, de OSE o de Antel; la 
persona le cobra una comisión porque tiene que trasladarse cincuenta o cien kilómetros para pagarle la 
cuenta, porque no se puede pensar en que las redes de cobranzas solventen el costo de instalar un 
local en cada pueblito del país. Por lo tanto, hay que buscar alguna solución. 


Por lo que entendí de lo que dijo la presidenta de Correo Uruguayo, ese tipo de servicios 
podría resolverse, pero el del pago de sueldos me parece que no tiene vuelta. En todo caso, mientras 
se instrumenta algún procedimiento, sería bueno exonerar a los trabajadores de la carga de ir a cobrar 
su sueldo  —que es su derecho- lejos de su lugar de residencia o de su lugar de trabajo. 


Quiero informar que cuando la Federación Rural del Uruguay se enteró de que existía este 
proyecto, solicitó una reunión —que se llevó a cabo— y fue unánime el sentimiento en cuanto a la 
preocupación que existe por esta situación. 


Por otra parte, el cajero automático —que tiene también límite de extracción— genera 
dificultades porque la persona tiene que trasladarse hasta un pueblo para sacar plata y de repente 
tiene que volver nuevamente otro día porque, en algunos casos, no puede retirar todo el sueldo; en 
otros, capaz que sí. La iniciativa está vinculada a estos aspectos. Como verán, lo que se agrega es un 
inciso final en el que se condiciona la aplicabilidad de la disposición del pago de nómina a que haya 
una institución de intermediación financiera y/o institución emisora de dinero electrónico con punto de 
extracción a cierta distancia no mayor de dos kilómetros. 


SEÑORA MOREIRA (Solange).- Gracias senador Mieres porque con la efusividad de la emoción a 
veces nos olvidamos de comentar ciertos servicios. 


En realidad hemos desarrollado los Centros de Cercanía porque también hemos recorrido el 
país y conocemos sus realidades; y lo hemos hecho personalmente. Sabemos que no solo está en 
juego el costo del traslado, sino también el pago de las comisiones que a veces le representa a la 
persona un gasto de $ 500 por el cobro o pago de facturas. Por eso se pensó en estos Centros de 
Cercanía y los acuerdos con las intendencias departamentales. Si bien no es el giro del correo, que es 
esencialmente brindar servicios postales, sí están definidos en la visión y en la misión de la institución 
los servicios financieros. Actualmente tenemos, por ejemplo, los giros postales. 


Compartimos la preocupación del señor senador en cuanto al pago de sueldos porque, 
efectivamente, encontramos peones rurales que ya poseen la tarjeta y no tienen un lugar cercano para 
cobrar su sueldo. En acuerdo con las intendencias -y de ahí la importancia de que sea un acuerdo con 
las intendencias y los funcionarios que trabajen— está previsto que mientras se logra buscar una 
solución para encontrar un cajero —en las localidades, creo que es importante asumir, como Estado, 
esa obligación— aquellas paguen sueldos. 


En cuanto al problema de la seguridad, señor senador, también lo estuvimos contemplando; 
por eso remarco la importancia que tiene el haber recorrido algunos locales para determinar dónde se 
puede hacer y dónde no, habilitando al Correo Uruguayo para plantear sugerencias a las intendencias 
en cuanto al tema de la seguridad. Está claro que no es lo mismo tener un local en una capital 
departamental que en un pueblo con doscientos habitantes, pues el giro de estos lugares será menor y, 
por lo tanto, la seguridad también lo será. Las intendencias se van a hacer cargo de la seguridad de los 
locales, así como también del traslado de dinero al Banco de la República. 


SEÑOR MIERES.- ¿Se está refiriendo a los sueldos que paga la intendencia o piensa que las 
empresas privadas van a pagar a la intendencia para que esta les pague a los trabajadores? ¿Esa es 
la idea? 


SEÑORA MOREIRA (Solange).- La idea es que los trabajadores puedan cobrar sus sueldos. 


Vuelvo al tema de la seguridad: no vemos inconveniente en que, si es necesario, las 
intendencias hagan acuerdos con privados. Si hay alguna inconveniencia legal —que será 
departamental- corresponderá ir adecuando las circunstancias. 


Lo que quiero trasmitir es que esto es un proyecto piloto —como dije al principio- y que va a 
ser en Arévalo. Hablar de proyectos piloto significa que se van descubriendo cuáles son sus 
debilidades al andar y por eso es la idea de trabajar con las intendencias y que los intendentes se 
comprometan con este proyecto en el que, dicho sea de paso, están muy interesados. Entonces, si es 
necesario, al andar se podrán mejorar y contemplar otras necesidades y eso lo trabajaremos en 
conjunto con las intendencias. 


No sé si he respondido a las interrogantes; seguramente los señores senadores han de tener 
algunas dudas y estoy dispuesta a contestarlas. 


SEÑOR CAMY.- En primer término, quiero saludar la presencia de la señora presidenta del Correo 
Uruguayo y de la delegación representante del Ministerio de Economía y Finanzas. 


En todo caso, pienso que tal vez sería importante escuchar primero a los representantes del 
Ministerio de Economía y Finanzas para tener una visión más general del tema y no enfocarnos 
exclusivamente en lo que tiene que ver con el Correo Uruguayo. 


Me parece que aquí hay dos temas distintos: en primer lugar quiero saludar el 
involucramiento de la Dirección Nacional de Correos y la disposición de este importante ente del 


Estado, aggiornándose a lo que significa la nueva tecnología, para incorporar lo mejor de sí y acercar 
posibilidades a la gente que vive en el Uruguay más profundo. 


Tengo entendido que la señora Moreira es de Rivera y me imagino, por ejemplo, a Moirones, 
La Puente, Cerrillada, Amarillo y Paso Hospital, es decir, a los pueblos más remotos de ese 
departamento. Sin embargo, es muy difícil que el Correo Uruguayo, aun con esta disposición, pueda 
involucrarse en este servicio y mucho menos si le va a trasladar el cargo a la Intendencia. La señora 
presidenta de esta comisión, como ha sido intendenta, sabe lo que implica en cuanto a horas extras, 
carga de costo y una situación muy compleja que tienen los gobiernos departamentales. 


Pedí que me trajeran un material porque hace un tiempo, en la Media Hora Previa del 
Senado, planteé algo muy interesante que hizo el Gobierno nacional en el período pasado, que fueron 
los Centros de Atención Ciudadana y solicité que se elevara la consideración también a la Agesic. 
Estoy hablando de 23 Centros de Atención Ciudadana; me parece que hay que destacar lo bueno y 
tratar de seguir haciéndolo. Tengo entendido que no hay tal disposición y que el Correo Uruguayo 
estaría pensando en algo similar porque es verdad que hay ciudadanos de primera y de segunda y 
para constatarlo no se precisa ir tan al norte. Mal Abrigo está a siete leguas de la capital del 
departamento y eso implica, para sus 380 habitantes, el costo de tener que pagar el boleto de ida y 
vuelta para abonar la factura de la UTE o del teléfono porque no hay otra disponibilidad para poder 
hacerlo. 


Ahora bien; me parece que el planteamiento del señor senador Mieres —que veo con mucho 
interés— apunta a otra cosa. Tiene que ver, por ejemplo, con qué pasa en establecimientos rurales 
perdidos si no se les da la oportunidad de una excepción, porque no va a ser posible tener 
mecanismos como los que debemos tener —nadie discute la inclusión financiera— en esos lugares. 


Entonces, me parece que necesariamente aquí siempre hay un tema legal; me refiero a un 
marco normativo que promueva una excepción, que va a ser la única manera de poder generar justicia. 
Como decía Eduardo J. Couture, para generar justicia muchas veces hay que generar otra injusticia 
porque no se puede tratar igual lo que no lo es. 


En cuanto a lo del Correo Uruguayo, me parece que ese es otro tema y creo que lo que puede 
hacer esta institución en algunos de estos cientos de pueblos que están sin servicio —como los que 
hemos nombrado—, es ser el sustituto en este tema, como lo han sido, hasta ahora, estas 23 
experiencias exitosas de los Centros de Atención Ciudadana, con el nombre que se le quiera poner. 


Por otra parte, hay un tema de norma, de una ley que va a tener que plantear una situación 
que realmente va a ser difícil —-sobre todo, de acuerdo con las normas que plantea la OIT respecto a 
que el pago debe ser en el lugar de trabajo—, porque en determinados lugares no hay posibilidades 
para acceder al pago. 


Estos temas son distintos al planteamiento legal del señor senador Mieres, al menos esa es 
mi interpretación. El Correo Uruguayo debe continuar con sus buenas ideas y sus propuestas porque 
me parece que esa puede ser la forma de sustituir lo que hasta ahora fueron los Centros de Atención 
Ciudadana. 


SEÑOR VALLCORBA.- Buenos días a todos los señores senadores y muchas gracias por la invitación. 


Para empezar, quiero señalar que compartimos la preocupación del señor senador Mieres, 
que motiva el proyecto de ley que fue presentado. De hecho, esa misma preocupación estaba presente 
en la propia Ley de Inclusión Financiera porque el artículo 25, precisamente atendiendo a esta 
problemática, plantea: «La reglamentación establecerá mecanismos y condiciones que permitan, 
dentro del plazo previsto en el inciso primero del artículo 21 de la presente ley, el acceso de todos los 
trabajadores, pasivos y beneficiarios a medios que habiliten la conversión a efectivo de los fondos 
acreditados». Esto era parte de la concepción original. Es una necesidad y por lo tanto, en ese sentido, 
coincidimos y compartimos la preocupación, no tanto la solución. 


Sobre el final vamos a plantear alguna propuesta alternativa para ver si ese es el camino 
para resolver este tema. 


Tal como fue planteado por los distintos señores senadores, es real el problema que hay para 
acceder al dinero en efectivo, así como el no acceso a los medios electrónicos, sobre todo en las 
localidades más pequeñas, en los poblados más alejados. 


Reitero: es una dificultad pagar servicios y pensamos que si dispusieran de medios electrónicos 
podrían hacerlo sin tener que desplazarse, sin necesidad de pagarle a otra persona para se traslade a 
la localidad más cercana donde esté disponible esa posibilidad. 


También es cierto que para muchas personas que viven en el medio rural es una dificultad 
acceder al cobro porque, en muchos casos, los pagos se terminan haciendo a través de un giro en 
Abitab o Redpagos y la persona debe desplazarse hasta ese lugar para poder hacerse del efectivo. 
Insisto: en las localidades más pequeñas y sobre todo en el medio rural hay dificultades para acceder 
al dinero en efectivo y, fundamentalmente, para pagar los servicios. Por lo tanto, entendemos que la 
Ley de Inclusión Financiera es una herramienta importante para buscar soluciones, pero con 
pragmatismo y, de alguna manera, con los pies en la tierra. 


Antes de entrar en detalle en el aspecto específico del proyecto de ley, quisiéramos referirnos 
a la concepción y a la importancia que le asignamos a la obligatoriedad del pago de remuneraciones a 
través de medios electrónicos. Básicamente, lo que está por detrás es el derecho del trabajador de 
acceder a un medio electrónico y a un conjunto de servicios financieros básicos. ¿Cuál es la dificultad 
que muchas veces existe, en particular, cuando hay una relación muy asimétrica entre el patrón y el 
trabajador? Si ese derecho simplemente se materializa como tal, esa relación asimétrica puede estar 
generando inconvenientes para que se pueda ejercer el derecho. En definitiva, un trabajador que tenga 
una relación muy desigual con su patrón puede querer ejercer el derecho, pero la realidad impone que 
le sea difícil apropiarse de ese derecho. Por eso entendemos que el camino de la obligatoriedad de 
alguna manera resuelve esa dificultad en el ejercicio de los derechos, en el marco de relaciones 
asimétricas entre el trabajador y el empleador, entre el trabajador y el patrón. 


Como decíamos y reconoce la propia ley, se requiere necesariamente que los puntos de 
extracción de efectivo estén disponibles. Es claro que no podemos avanzar en la obligatoriedad si al 
mismo tiempo no se le permite al trabajador una solución razonable para acceder a los medios de 


pago. 


El criterio general que hemos tratado de seguir en la implementación de la ley se podría 
resumir en dos palabras: gradualidad y pragmatismo. Entendemos que los tiempos son necesarios 
para ir implementando todos estos cambios. En este caso hay mucho de cambios culturales pero al 
mismo tiempo se requieren procesos de adaptación de todos los actores. Entonces, la gradualidad es 
fundamental, pero también hay que ir evaluando cómo avanzan las transformaciones en la realidad, 
para ir graduando, precisamente, el ritmo con el cual se puede avanzar. 


Los resultados hasta ahora han sido positivos en ese sentido. Se han introducido una serie 
de modificaciones en el sistema de pagos que han sido positivas y que no han generado dificultades en 
su funcionamiento. De manera que entendemos que en esa gradualidad y en ese pragmatismo están 
las claves de la implementación. 


Por otra parte hemos venido trabajando, conjuntamente con la OPP y el Observatorio de 
Inclusión Financiera, que funciona en el ámbito de la Facultad de Ciencias Económicas de la 
Universidad de la República, en realizar un mapeo a nivel del territorio para poder tener un diagnóstico 
de cuál es el nivel de acceso a los servicios financieros que tenemos en todas las localidades, 
focalizándonos fundamentalmente en las de menos de 5.000 habitantes. La idea es ver cuáles son los 
problemas reales que podemos encontrar en el territorio. Este es un trabajo que está en proceso, que 
todavía no se ha culminado, pero ya tenemos algún resultado preliminar. Estamos trabajando sobre un 
total de 615 localidades, que son las que reconoce e identifica el Instituto Nacional de Estadística. 


SEÑOR CAMY.- ¿Son de menos de 5.000 habitantes? 


SEÑOR VALLCORBA.- Son 615 localidades en total, de las cuales 74 son de más de 5.000 
habitantes. Nos hemos focalizado en las de menos de 5.000 habitantes, pero el mapeo incluye la 
totalidad de las localidades del territorio. 


De esas 615 localidades, hay 442, en este primer diagnóstico, en las cuales hoy tenemos 
dificultades en cuanto a la disponibilidad de puntos de extracción de efectivo. Sin embargo, hay que 
precisar —y es la etapa siguiente en la cual estamos trabajando- que muchas de estas localidades 
geográficamente están integradas. Hay casos —también en el departamento de Rivera, que hoy se 
mencionaba-— de localidades que están prácticamente integradas a la ciudad. Por lo tanto, nos falta 
todavía incorporar esas 442 localidades en la distribución específica en el territorio para ver cuáles 
tienen una solución porque son barrios, en última instancia, que se han ido integrando a la ciudad. 


De manera que el número de máxima es que hay 442 localidades con dificultades de acceso a 
los puntos de extracción de efectivo, en las cuales viven 213.000 personas, o sea, estamos hablando 
del 6,8 % del total de la población del país. Para ilustrar lo que comentaba recién, de estas 442 
localidades, hay seis que tienen más de 5.000 habitantes y hay 11 que tienen entre 2.000 y 5.000 
habitantes. Nosotros nos concentramos en el análisis de estas 17 localidades y concluimos que de 
ellas hay 15 que en realidad están integradas a otras localidades que tienen soluciones de efectivo. Por 
lo tanto, en las localidades de más de 2.000 habitantes, al día de hoy tendríamos solo dos localidades 
que tienen una distancia de entre 6 y 10 kilómetros para acceder a un punto de extracción de efectivo. 
Es decir que el problema está en las localidades de menos de 2.000 habitantes, porque en el caso de 
estas dos localidades que tienen algunas dificultades ya estamos desarrollando acciones concretas 
para poder resolverlas. 


En definitiva, como resultado preliminar de este trabajo, hemos identificado 425 localidades 
de menos de 2.000 habitantes que al día de hoy no tienen un punto de extracción de efectivo. Repito, 
este número puede ser menor cuando empecemos a analizar específicamente dónde están 
localizadas, si tienen acceso o si están integradas a una localidad que sí lo tiene. 


De estas localidades que no tienen punto de extracción de efectivo, un 22 %, o sea 98 
localidades, sí tiene un POS. O sea, al menos tienen comercios que aceptan el medio de pago 
electrónico y, en definitiva, este es un primer avance en lo que es la estrategia —-que luego vamos a 
comentar— que estamos desarrollando para poder resolver esta problemática. 


¿Qué nos planteamos como objetivo y como plan de trabajo para abarcar esta problemática? 
En una primera instancia, buscamos centrarnos en todas las localidades de más de 500 habitantes. 
Estamos hablando de localidades de entre 500 y 2.000 habitantes. Es decir que nos referimos a 79 
localidades. De las 425 de menos de 2.000 habitantes, hay 79 que están entre 500 y 2.000 habitantes. 
Por lo tanto, este es nuestro foco de atención inicial, donde estamos atendiendo, con soluciones 
específicas, cada una de estas realidades particulares. ¿Qué nos hemos planteado? Que en todas 
estas localidades de más de 500 habitantes el objetivo sea que al menos esté instalado un 
corresponsal financiero. En principio, podemos imaginarnos una red de cobros y pagos que, además 
de facilitar el acceso a los servicios financieros en general, permita ser un punto de extracción de 
efectivo, tal como lo tenemos en todos los locales de las redes de cobranza en la capital y en las 
principales ciudades del interior. Ese es el objetivo inicial. Es decir, en esta primera instancia 
apuntamos a atender a todas las localidades de más de 500 habitantes y poder tener, al menos, un 
corresponsal financiero. En las localidades de más de 1.000 habitantes aspiramos a tener dos 
corresponsales financieros y también un conjunto de comercios que acepten medios de pago 
electrónico. Por un lado, la estrategia global de todo este proceso busca facilitar el acceso al efectivo y, 
por otro, que haya una menor utilización de efectivo, que sea menos necesario utilizar el efectivo. Y 
para eso se requiere que existan comercios que acepten los medios electrónicos, para pagar servicios, 
facturas y demás, pero también para poder realizar las compras. 


En esta dirección también venimos trabajando con el Ministerio del Interior, con el objetivo de 
racionalizar las exigencias en materia de seguridad. Esta es una dificultad que muchas veces existe a 
la hora de plantearse extender los locales de cobranza en el interior del país porque los requerimientos 


de seguridad que establece Renaemse son los mismos para un local de cobranzas que se instala en el 
centro de la capital o en Punta Carretas, que otro en una localidad de 500 habitantes. Y, claramente, 
los riegos son diferentes y, por tanto, parece razonable que se adecuen los requerimientos de 
seguridad a lo que son los riesgos que se asumen. En ese sentido estamos trabajando con el 
Ministerio del Interior y con Renaemse para establecer un nuevo procedimiento que establezca criterios 
de seguridad que sean crecientes en función del riesgo que se asume en cada uno de estos locales. 
Por lo tanto, entendemos que esta es una herramienta que va a facilitar la instalación de redes de 
cobranza en localidades más chicas que, al día de hoy, la escala que tienen, no les permite poder 
hacerse cargo de los costos, entre otras cosas, de la seguridad que esto requiere. Esta es una primera 
línea de trabajo. La segunda, tiene que ver con un trabajo muy coordinado con los diversos actores que 
prestan estos servicios de corresponsalía. Ya venimos trabajando con las redes de cobranza —Abitab, 
Redpagos y Urupago, que es una red que tiene presencia en el interior, sobre todo, en localidades 
pequeñas-— y también con un conjunto de actores que prestan servicios de corresponsalía financiera. 
Obviamente, en todo este trabajo vamos a incorporar al Correo Uruguayo, pero con la restricción que 
hoy comenté. Es decir, inicialmente lo estamos viendo como un aliado muy importante a la hora de 
poder facilitar el acceso a los servicios financieros, pero por ahora no es la solución para el acceso al 
efectivo. Se dejaría para los otros actores, que sí tienen como parte de su actividad central manejar 
efectivo —por ejemplo, las redes de cobranzas—, que sean los puntos centrales de extracción. 


Hay una tercera línea de trabajo y es reglamentar lo que prevé el artículo 23 del Decreto 
n.? 263/015, que es el que reglamenta el pago de retribuciones. Allí se establece que cada uno de los 
agentes que brinda el servicio de pago de remuneraciones tiene que ofrecer una amplia red de puntos 
de extracción de efectivo. Además, se señala que «Siempre que en un radio de dos kilómetros a contar 
desde donde esté disponible un punto de extracción correspondiente a otra entidad no haya un punto 
de extracción incluido en la red a que refiere el inciso anterior, la institución estará obligada a incluirlo 
en la misma», es decir que cuando en ese radio —que coincide con la cifra que maneja el señor 
senador Mieres— hay disponible un punto de extracción de efectivo, deberá formar parte de la red que 
cada uno de estos agentes ofrece en forma gratuita, para que se pueda realizar la extracción. Esto 
significa, por ejemplo, que si hay un cajero del Banco de la República, un local de Abitab o de 
Redpagos en tanto corresponsal financiero del banco que ofrece la posibilidad de realizar retiros, todos 
los agentes que brinden el servicio de pago de remuneraciones deberán incorporar ese punto de 
extracción de efectivo a la red propia para que quienes opten por cobrar sus haberes a través de esas 
instituciones puedan acceder al efectivo sin costo. 


Esto es lo que prevé el artículo 23 del mencionado decreto y lo que queda pendiente es 
reglamentar los aspectos vinculados con la interoperabilidad de los cajeros y los puntos de extracción 
de efectivo en general. ¿Por qué? Porque si establecemos la obligatoriedad, para todas las 
instituciones que brinden servicios de pago, de contratar los puntos de extracción de efectivo, estamos 
desbalanceando mucho el poder hacia quien tiene la red. En definitiva, si me tienen que contratar yo 
puedo establecer las condiciones que quiera, por lo que es necesario reglamentar la interoperabilidad 
para que haya una relación balanceada. Si se le genera la obligación a una parte de contratar a la otra, 
se le debe generar a la otra parte la obligación de otorgar al servicio. No olvidemos que al día de hoy la 
red no estaría obligada a brindarlo y todo tiene que ser en condiciones equitativas respecto a los costos 
de acceso a esa red. 


En esto estamos embarcados y sería, como dije, la tercera línea de trabajo. 


Dicho esto, quisiera comentar ahora cuáles son los ejes de trabajo para atender una 
preocupación compartida con la que surge del proyecto de ley del señor senador Mieres. La propuesta 
refiere al artículo 10, que tiene que ver con el pago de remuneraciones. Entendemos que deberíamos 
buscar una solución necesariamente legislativa para este problema, porque al día de hoy el Poder 
Ejecutivo no tiene facultades para postergar la implementación. De todas formas, esta medida no 
refiere exclusivamente al pago de remuneraciones sino que también deberíamos extenderla al pago de 
pasividades y beneficios sociales. 


Creemos que la solución que está planteada en el proyecto de ley para el artículo 10 debería 
extenderse también para los artículos 16 y 17, que son los que refieren al pago de jubilaciones y de 
beneficios sociales. Hay que tener en cuenta que, actualmente, el pago de pasividades en efectivo es 
un problema, tanto para el BPS como para quienes las tienen que cobrar en localidades muy 


pequeñas. Nos parece que en la medida que avancemos en la implementación del proyecto de ley, con 
gradualidad y pragmatismo —insisto—-, podremos resolver las dificultades que hoy tenemos debido al 
manejo del efectivo. Es importante dar una solución tanto para el artículo 10 como para los artículos 16 
y 17, y nos parece que lo más adecuado sería facultar al Poder Ejecutivo a postergar la vigencia de 
estos artículos en función de los avances que se vayan registrando en cada una de estas localidades. 
Por ejemplo, seguramente en una primera etapa, en las localidades de entre 1.000 y 2.000 habitantes 
se podrá resolver de manera más sencilla que estén disponibles los puntos de extracción de efectivo; 
para aquellas localidades de entre 500 y 1.000 habitantes la cobertura general se dará en una segunda 
etapa; y las localidades de menos de 500 habitantes quedarían para una tercera etapa. Será un 
desafío plantearnos cómo podremos universalizar efectivamente este sistema. Como Poder Ejecutivo 
somos los primeros interesados en que la implementación de esta medida se realice sin que genere 
dificultades. Lo hemos demostrado en todo lo relativo a la implementación de la ley porque hicimos uso 
de todas las facultades de postergación de los plazos que la ley preveía, en los casos en que era 
necesario, a los efectos de que sea lo más suave y positiva posible. 


En concreto, la propuesta que queríamos presentar como alternativa al proyecto de ley del 
señor senador Mieres, que entendemos atiende la preocupación y da una solución más integral, 
implica la modificación del artículo 21 de la Ley n.* 19.210 que dice: «Durante los dos primeros años de 
vigencia de la presente ley, en los casos a que refieren los artículos 10, 16 y 17 precedentes, las 
remuneraciones, las pasividades, los beneficios sociales y otras prestaciones adeudadas podrán 
abonarse a través de medios diferentes a los previstos, siempre que exista acuerdo entre acreedor y 
deudor. El Poder Ejecutivo podrá prorrogar dicho plazo por hasta un máximo de un año». Hemos hecho 
el ejercicio de esta prórroga y la entrada en vigencia de estos tres artículos nos lleva hasta el 30 de 
abril. Nosotros proponemos agregar a este inciso lo siguiente: «En los casos de localidades de menos 
de 2.000 habitantes, dicha prórroga podrá superar el plazo de un año, atendiendo la disponibilidad de 
puntos de extracción de efectivo, en los términos que establezca la reglamentación». De alguna 
manera, esto nos permite compatibilizar lo que señalamos al principio respecto a la importancia de la 
obligatoriedad —cuando es posible y la realidad lo permite- de que efectivamente el trabajador se 
pueda apropiar del derecho de poder acceder a un medio de pago electrónico, con la necesidad de ir 
graduando su implementación en todas las localidades de menos de 2.000 habitantes. Seguramente, 
esto exigirá establecer diferentes etapas, porque las soluciones en cuanto a las posibilidades de 
acceso a los puntos de extracción de efectivo también serán distintas. De esta forma, se implementaría 
un proceso gradual, que nos permita ir avanzando, en función del seguimiento de los resultados de la 
estrategia que estamos implementando. 


SEÑOR MIERES.- ¿Podría reiterar la redacción propuesta? 


SEÑOR VALLCORBA.- El inciso primero del artículo 21 dice: «El Poder Ejecutivo podrá prorrogar 
dicho plazo por hasta un máximo de un año» y nosotros proponemos agregar a continuación: «En los 
casos de localidades de menos de 2.000 habitantes, dicha prórroga podrá superar el plazo de un año, 
atendiendo la disponibilidad de puntos de extracción de efectivo, en los términos que establezca la 
reglamentación». Esta es la propuesta que hemos traído, que extiende la aplicación a los artículos 16 y 
17 y, de alguna manera, da mayor flexibilidad a la hora de ir implementándolo gradualmente, en función 
de cómo avance la resolución del problema del acceso al efectivo en cada una de estas localidades. 


SEÑOR MIERES.- Creo que lo primero que hay que destacar es la preocupación del Ministerio de 
Economía y Finanzas por este tema, la información que existe y cómo se está analizando la 
problemática. Me parece que es bueno saber que en el gobierno hay una preocupación efectiva por 
este tipo de problemática que se ha generado y también por los temas de seguridad que esto implica. 
Entiendo que medir los grados de seguridad es complicado porque cuando se genera un lugar donde 
empieza a haber manejo de dinero en efectivo, eso impacta sobre las condiciones de seguridad 
preexistentes. Entonces, medir la graduación es difícil. 


Quiero señalar que, respecto al instrumento del post, hay límites. Lo que uno ha podido 
recoger por allí es que los comerciantes no tienen espalda financiera como para sustentar pagos y, ni 
qué hablar, sueldos. Pueden hacer entregas de montos muy exiguos porque, además, tienen un tiempo 
para hacerse del dinero que adelantan que no les permite soportar este sistema. Aclaro que estamos 
hablando de comerciantes muy pequeños que están ubicados en pueblos de menos de 2.000 
habitantes. En estos lugares, los establecimientos comerciales tienen niveles de giro muy bajo. Por lo 


tanto, esto implica la necesidad de instalar puntos de extracción de efectivo vinculados a una red 
financiera de cobros y pagos. Tengo la impresión que instrumentar todo esto en casi 425 localidades o 
en las de menos de 2.000 habitantes, va a llevar mucho tiempo. 


Entonces, comparto la idea de que la preocupación no es solo sobre el artículo 10, sino 
también sobre el 16 y el 17. Nosotros estuvimos por incluirlos, pero teníamos dudas respecto a cuál era 
la problemática con el pago de jubilaciones. Como suponíamos que el BPS podía tener alguna red, no 
lo quisimos incorporar, pero me parece muy bien tener en cuenta los tres casos: beneficios sociales, 
jubilaciones, pensiones y salarios. 


La fórmula del artículo 21 es correcta siempre que la reglamentación tenga un correlato de 
activación de la excepción. Nos gustaría tener la certeza de parte del Poder Ejecutivo de que esa 
reglamentación se va a establecer con un criterio que dé garantías. Tal como está propuesto, el artículo 
21 lo deja librado a la reglamentación y esta debería incorporar una norma del tipo de la que nosotros 
planteamos en la ley. De otro modo, puede ocurrir que por la vía de la reglamentación se frustre el 
derecho a un cobro de efectivo adecuado. 


Por último, nosotros compartimos la preocupación de que todas estas cosas tengan una 
regulación bancaria lo más firme posible, pero no puede ser a costa de que la gente termine pagando 
costos sociales adicionales. En ese sentido, me parece que estamos en línea con lo que ha planteado 
el contador Vallcorba. 


SEÑOR MUJICA.- Nos place mucho que el Poder Ejecutivo se haya planteado enfrentar esta dificultad 
y tenemos que felicitarlo por el idealismo de pensar que puede arreglar esto en un año. 


Estaba pensando en lugares a los que recién está llegando la energía eléctrica, luego de cien 
años; pienso en localidades como Laureles o La Lata. Hay infinidad de pequeños poblados de treinta 
personas o escuelitas de cinco o seis alumnos, que a veces están perdidas, a treinta o cuarenta 
kilómetros, en caminos intransitables. Eso existe en el país e inevitablemente va a seguir existiendo. 


No va a ser fácil solucionar todos estos problemas y creo que hay que dar al Poder Ejecutivo 
toda la flexibilidad y el tiempo que necesite, de manera que no se embozale a sí mismo y se plantee la 
misión imposible, porque después no se puede cumplir. No es fácil, porque como país nos queda una 
proeza por delante: tratar de aliviar la situación a mucha gente que vive en la hondura de la campaña y 
que es esencial para mantener el concepto de soberanía y hacer viable muchísimos procesos 
productivos que están unidos a la suerte del país. 


Precisamente, el otro día me decía un paisano: «Ahora no voy a tener que hacer más 
charque cada vez que carneo una oveja, porque me llegó la luz eléctrica y puedo tener una heladera». 
Eso existe en el país al día de hoy. Y ni que hablar de las cuestiones salariales. 


Por eso, yo recomendaría hacer algo que le dé mucha flexibilidad y, si no se puede hacer lo 
mejor, que exista lo que hay; no destrocemos los mecanismos que ha hecho la realidad antes de poder 
sustituirlos con ventajas, porque de lo contrario se nos van a crear problemas. Si le saco la clientela al 
ómnibus que sale a las seis de la mañana y vuelve a las ocho de la noche, a veces con los gurises, 
cómo va a hacer la gente para ir al poblado. Esto existe en este país; lo garantizo. Entonces, ¡cuidado! 
porque podemos condenar a gente que es inexplicable la forma como vive y que debemos empezar a 
privilegiar. Hay que tratar de privilegiar a esa gente por el valor estratégico de lo que está haciendo. 
Son los únicos que nos van a avisar que ahí llegaron platos voladores. El ejercicio de la soberanía 
supone que exista gente y hay lugares donde la distancia a recorrer es de 40 o 50 kilómetros; sobre 
todo, eso sucede en el norte del país. 


Acompaño la preocupación del senador Mieres y pediría que se tome todo el tiempo 
necesario en la reglamentación porque implementar esto es muy difícil. Lo peor es que cualquier 
solución puede trasladar un costo económico adicional y eso sería imperdonable. Así como llevar la 
energía eléctrica a esos lugares, en realidad, implica que la gran ciudad esté subsidiando —y aplaudo 


que indirectamente haya subsidios—, estas cosas probablemente cuesten más y tal vez haya que 
sufragarlas con la rentabilidad que hay en otros lugares. No encuentro otro camino. 


SEÑOR DELGADO.- En el mismo sentido del señor senador Mujica creo que la inclusión financiera 
que teóricamente compartimos es una aspiración y una tendencia. Cuando ocurren estas cosas en el 
mundo para que se den y se den de forma más rápida, además de tener disponibilidad hay que otorgar 
estímulos. La gente debe entender que más allá de que lo puede hacer porque existe disponibilidad 
para ello, también obtiene algún beneficio al hacerlo por esa vía y no por otra, más allá que sea una 
obligación legal. Digo esto porque uno tendería a pensar —y muchas veces me lo cuestiono— si este no 
debería ser siempre un régimen opcional y que, en definitiva, la gente termine decidiendo por qué vía 
quiere hacer los pagos. Acá se ha decidido tomar otro camino que es ir a una tendencia, pero con 
plazos legales de incorporación obligatoria, lo que complejiza mucho más el problema. El Poder 
Ejecutivo argumenta —y valoro mucho la exposición que hizo el economista Vallcorba porque creo que 
va en el sentido de lo que estamos planteando- y piensa que va a ser una solución, pero puede 
terminar siendo un problema, en la medida en que la realidad no tenga correlato con la ley y sus 
plazos. Puede que se genere un problema donde no lo hay o que se produzcan molestias, indignación, 
resistencia y costos. 


Se hablaba del Banco de Previsión Social; recuerdo que mencioné en otra sesión el tema de 
los famosos pagadores de ese organismo que, en muchos casos, dejaron de ir a ciertos lugares, 
entonces, la alternativa es que los jubilados y pensionistas de ciertas zonas se tengan que trasladar 70 
kilómetros en ómnibus. Puedo nombrar Fray Marcos o Chamizo en Florida, donde estuvimos hace 
poco, o Montes. Estamos hablando del eje de la ruta. A esos lugares dejaron de ir los pagadores 
porque a partir de ahora va a haber un convenio con una red de pagos —hay que analizar la 
casuística—; sin embargo, en alguna de las localidades que mencioné si bien hay un sistema de pago 
electrónico, es decir, una red de pagos, la que existe no tiene convenio con el BPS. Esas son cosas 
que se dan. Como conclusión, los jubilados y pensionistas hacen 70 kilómetros una vez por mes o le 
pagan a alguien para que por poder les haga el trámite para ir a San Ramón y poder cobrar. Esa es la 
realidad. Si hablamos de Laureles, como decía el senador Mújica, hacen muchos más y si hablamos de 
Federación en Paysandú, también. 


Entonces, si esto va a ser una tendencia tratemos de generar las condiciones para que por la 
vía positiva de los hechos podamos incluir a la gente que tenga voluntad y no obligarla a ser parte de 
un sistema al que no quiere ni puede pertenecer, además lo resiste y le generamos problemas y 
costos. 


Obviamente, me parece oportuno el proyecto de ley del señor senador Mieres. Creo que en 
este caso tendríamos que ser más ambiciosos y más flexibles; cuanto más nos atemos a la ley vamos 
a seguir generando problemas. Si esa es la voluntad del Poder Ejecutivo y la tendencia, creo que hasta 
podemos discutir si en algunos casos no debería ser opcional y que cada uno tenga la libertad de 
asumir cómo quiere pagar sus cosas; pero aún si asumimos la teoría de que tenga que ser obligatorio 
pienso que deberíamos asegurar las condiciones para que sea un proceso paulatino que fuimos 
prorrogando porque quedamos encerrados en la propia ley. Se hicieron excepciones por vía de la 
prórroga en relación a la compraventa de algunos insumos —el otro día votamos un proyecto de ley 
vinculado a los automotores—, pero me parece que no deberíamos atarnos a plazos muy exiguos en 
función de una voluntad para la que quizá no estén dadas las condiciones ni estudiada la casuística. 
Reitero enfáticamente que valoro la preocupación del Poder Ejecutivo que está haciendo un mapeo 
junto con el Instituto Nacional de Estadística viendo cómo están integrados los sistemas de pago en las 
localidades. Me parece que ese es el camino previo, pero no algo para hacer mientras tanto; es previo 
a ver cómo hacemos un cronograma para aplicar el sistema. Más allá de que el contador Vallcorba leyó 
algunos artículos sustitutivos, creo que hay que pensarlo un poquito más, hay que verlo por escrito y 
quizá haya que buscar alternativas que den mayor flexibilidad y que, a su vez, eso no implique que 
muchas veces por la vía de la reglamentación se hagan cosas como las que pasan ahora que estamos 
discutiendo puntos que están previstos en la ley para ser restrictivos. Me parece que hay que usar el 
sentido común. Valoramos que lo estén haciendo y en ese sentido la exposición de hoy ha sido muy 
buena porque habla de la preocupación que hay en el país con este tema. Se anuncia lo que se viene, 
pero todavía mucha gente no empezó a tomar conciencia de lo que va a pasar, hasta que un día vaya 
a buscar su salario, su pensión o su jubilación y le digan que tiene que ir a otro lado, con todos los 


inconvenientes que eso acarrearía. Hay gente que ni siquiera tiene una cultura financiera y no estoy 
hablando del financiamiento sino del uso del plástico. 


Me afilio a la teoría que planteaba el señor senador Mujica acerca de la flexibilidad. 
Considero que hay que estudiar un poquito más la redacción del proyecto de ley o lo que mencionaba 
el Poder Ejecutivo basándonos en la iniciativa del señor senador Mieres, para que con miras al futuro 
se genere cierto grado de garantías y que después no tengamos que andar modificando las cosas a 
cada rato y corriendo la vara porque no llegamos o porque nos olvidamos de una situación. Habría que 
buscar algo que englobara todo y que permitiera con tranquilidad ir acostumbrando y educando a la 
gente sobre lo que va a pasar. También habría que capacitar a los actores y que, a su vez, el Poder 
Ejecutivo haga los estudios necesarios para democratizar el acceso al sistema electrónico de pago o 
de cobro. 


También quería referirme a otro tema sobre el que ya hablamos en otra visita del equipo 
económico sobre una preocupación de la Confederación Empresarial del Uruguay. Si no recuerdo mal 
estuvieron con el señor Vallcorba y nosotros también generamos una reunión con algunos de ellos. 
Son centros comerciales de Salto, Paysandú y Tacuarembó que realmente están muy preocupados por 
este tema y no solo porque determinadas localidades no están preparadas para el sistema, sino porque 
la gente no está acostumbrada, formada, educada y muchas veces ni siquiera informada acerca de lo 
que va a suceder. Además, a esto se le suma un tema de costos. Sé que el Ministerio de Economía y 
Finanzas —porque lo hablé con el economista Vallcorba— tiene una serie de trabajos para ir bajando el 
costo de los plásticos. Para que todo el mundo entienda, estamos hablando de comercios, sobre todo 
de aquellos a los que refería el señor senador Mieres que no tienen espalda financiera. Muchas veces 
se da la circunstancia de que deben competir con grandes superficies o, por escala o costos de 
tarjetas, con aranceles más baratos y no tienen la «espalda financiera» para solventar, no solo el 
porcentaje de los aranceles —que a veces son mayores que los de las grandes superficies, de 
acuerdo con lo que nos trasmiten—, sino también el tiempo de espera con el que deben hacer una 
cobertura financiera entre la venta en forma física y su cobro por el mecanismo electrónico. A veces 
pueden ser dos días y otras veces una semana, pero obviamente no todos esos comercios en realidad 
pueden acceder a tener esa espalda y ese sustento. 


Hay que tener en cuenta, además, que uno de los objetivos del sistema es formalizar. En la 
medida en que no logremos mecanismos de estímulo que permitan a la gente sentirse en igualdad de 
condiciones, que esto la beneficia y que es un estímulo positivo, vamos a lograr el efecto contrario que 
procurábamos al principio: el subformalismo. 


Muchas gracias. 
SEÑOR CAMY.- Creo que vamos acercándonos a una visión con proximidades. 


En el muy exegético y detallado reporte que nos ha hecho el economista Vallcorba en 
referencia a la información del INE, fue desgranando esas 615 localidades y establece que un 70 % — 
casi 442- tienen dificultades y sobre ese universo proyecta las tres etapas para ir comprendiendo, en 
distintas escalas, a las poblaciones que hoy tendrían dificultades. 


Por lo pronto, me van a quedar unas 70.000 u 80.000 personas descubiertas totalmente. Son 
aquellas que, dentro de las 346 localidades —si sacamos las 79 que están entre las 500 y 2000, que 
sería el último escalón donde se proyectan soluciones—, no están comprendidas, sin nombrar los que 
están fuera, en el campo, en el medio rural. 


SEÑOR VALLCORBA.- Están en las de menos de 100. 
SEÑOR CAMY.- Perfecto, están en las de menos de 100. Son 70.000 u 80.000 personas. 


A mí se me plantea algo que me acerca a la visión del señor senador Mujica. Él no lo dijo 
como yo lo voy a expresar, pero sí tiene que ver con el tema de la mayor flexibilidad, en el sentido de la 
comprensión. El señor economista refería —lo anoté textualmente— a que esto era generar el derecho al 


trabajador a poder acceder a los beneficios financieros. Puede ser difícil apropiarse de ese derecho, 
como dijo, en algunas situaciones. Me pregunto: ¿y el derecho de elección? ¿Se plantearon el derecho 
de elegir, por la situación en que viven, de no tener que obligatoriamente cobrar por este sistema? No 
me quiero ir a Suiza, a los sistemas en donde hay libertades plenas de poder elegir, más allá del 
designio central, pero me parece que en todos los temas tampoco tenemos que avanzar a tal grado 
que prácticamente no reconocemos diferencias en donde las hay de manera sustancial. Es gente que 
no creo que no acceda al derecho. Bienvenidos sean siempre los derechos; bienvenida sea la 
inclusión, en lo que este país siempre ha sido pionero. En este país, en los últimos años —en los que 
los Gobiernos no han sido de mi partido- se han incluido y generado derechos, pero a veces me 
parece —lo digo con total franqueza— que en nombre de derechos o de inclusión, con la mejor intención 
y buscándolos sin duda, centralizamos la visión queriendo imponerla como si fuera una verdad cuando 
hay ámbitos en los cuales la realidad y la libertad son otras. Me cuesta aceptar que se esté dando el 
derecho. Importa que se dé la opción. En este caso se está quitando el derecho de tener la libertad de 
cobrar y manejarse con sistemas que a veces tampoco son la plata porque estamos hablando de 
lugares donde funciona el crédito del almacén. El único crédito que hay en las grandes ciudades es el 
que se cobra con las tarjetas de crédito; no hay otro tipo de créditos. Sin embargo, en otras partes lo 
dan de forma bastante más simple. 


Junto con el senador Delgado fuimos hoy de mañana a escuchar a un famoso economista 
del país, en uno de estos desayunos que se hacen, y allí explicaba el tema de China, que desde 2007 
hasta ahora ha decrecido de manera muy importante. Sin embargo, señalaba que el Uruguay no tenía 
que hacer hincapié en eso sino en el consumo, que ha crecido y que ha generado en cinco años un 
millón de puestos de trabajo formales. En la explicación expresaba que se trata de gente que se va de 
la campaña y se involucra en la formalidad de las ciudades. Es así que empezamos a «comprar» el 
concepto de que la formalidad —falta que digamos « la legalidad», en algunos temas— opera en los 
grandes ámbitos o en la zona urbana, de acuerdo con nuestra escala. 


Hay una realidad que aquí ha sido claramente expresada en 250 parajes —que estoy seguro 
que alguno no contó el INE— y en ámbitos de trabajo de 20 o 30 personas, en el medio rural, que están 
a 50 o 60 kilómetros de plantas urbanas. Es probable que en esos casos se vaya a complicar a la 
gente. Entonces, ¿por qué no dar la opción? No hay que obligarlos. Si no interpreté mal la sugerencia 
que leyó el señor contador sobre el artículo 21, como agregado al inciso referido —que voto con las dos 
manos-, lo que se plantea es aplazar el año perentorio que tiene el decreto del Poder Ejecutivo. Lo que 
estamos proponiendo es aplazarlo y después vemos. Creo que aquí hay un tema más de fondo, legal, 
en el que se tienen que reconocer situaciones que son distintas. 


Creo que este es uno de los tantos temas que van a venir y sobre el que seguramente se van 
a expresar otras consideraciones en esta legislatura, porque se va a afectar a una porción de la 
población, a la que tenemos que comprender. No quiero poner un ejemplo que hasta puede ser 
incomprensible o irrisorio, pero quiero decir que cuando en este país se analizaron normas que son de 
vanguardia a nivel mundial —como las que tienen que ver con el matrimonio o el relacionamiento entre 
personas del mismo sexo— los fundamentos siempre estuvieron en relación con situaciones que se 
podían considerar distintas. En este caso hay situaciones distintas; hay porciones del Uruguay a las 
que no podemos obligar por recetas que vienen no sé de dónde. 


Digo con todo respeto que acá no tenemos que hablar de derecho porque el derecho está; si 
es derecho que sea el derecho libre, propio, distinto, sin corsé, para definir cómo se organiza la vida, 
dentro del marco de la ley, por supuesto. 


Agradezco los datos que nos han aportado y el haber venido; fue muy útil. Me parece que 
también tenemos una tarea de orden básicamente legal si es que queremos ocuparnos en serio de la 
situación de por lo menos 80.000 personas, de acuerdo a mis números. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Vuelvo a agradecerles que hayan concurrido los tres a esta comisión. 


Luego de escuchar a todos, pensaba que en esto no hay que tener ni apuros ni resistencias. 
Los cambios a veces generan apuros y en otros casos resistencias. No podemos negar que el país 
tiene nuevas improntas en lo social, en lo tecnológico y demás, y que las nuevas generaciones vienen 


con esas nuevas improntas tecnológicas ya impresas. Claro está que los procesos llevan su tiempo y 
está bien que nos demos los tiempos necesarios para que en los procesos vayan surgiendo los 
cambios. Creo que lo que aquí estamos discutiendo es cómo vamos a hacer esa transición en este 
proceso de cambio, entre lo que es el aspecto físico de cobrar con plata contante y sonante y lo que es 
utilizar el sistema de inclusión financiera. Me parece que acá hay dos instituciones que vamos en esa 
vía y que podemos articularnos y coordinarnos en ese sentido. 


Luego de escuchar la exposición de Solange Moreira —a la que no se le preguntó mucho-—, 
quiero señalar que me parece bueno lo que se viene haciendo entre el Correo Uruguayo y el Banco de 
la República y que se quiera incluir a las Intendencias en esto, porque sí deben incluirse. A quienes 
hemos estado a cargo de las intendencias muchas veces nos parece que solamente debemos 
involucrarnos en el alumbrado, el barrido, las calles, es decir, esas cosas tradicionales, y no tomamos 
conciencia de las otras que hacen a mejorar la calidad de vida de los habitantes de nuestro propio 
territorio. Voy a hacer un comentario de algo que sucedió cuando estuve a cargo de la Intendencia. 


Hay un ómnibus interinstitucional en el que quisimos instalar un pequeño cajero automático. 
Pero debido a las normativas nacionales e internacionales —el correo está cumpliendo en tiempo y 
forma con dicha reglamentación— sobre la seguridad, la custodia del dinero y cómo se iba a hacer, no 
llegamos a concretarlo. Creo que hay que buscar porque en las intendencias hay algunas herramientas 
que podemos utilizar sin generar un gasto mayor. En este sentido, podemos incluir tanto a funcionarios 
de las intendencias como de otras instituciones como el BPS —en nuestro caso iba la gente del BPS— 
para llevar adelante esto en esos lugares más pequeños en los que instalar un cajero es muy costoso. 
Hay que buscar una alternativa. 


Felicito el trabajo que viene haciendo el ministerio con respecto a las diferentes localidades y 
el número de pobladores que hay en ellas. Creo que vamos a encontrar una alternativa transitoria. De 
hecho, aquí estamos buscándola. No debemos negarnos a que va a llegar. Siempre recuerdo la 
canción de Larbanois, «Santa Marta». Eso está llegando y los gurises más jóvenes ya tienen ese chip 
impuesto, impreso, incluido. Por lo tanto, no debemos negarnos a eso. Tenemos que ir preparándonos 
para que llegue de la mejor forma. Aclaro que, en mi caso, me cuesta mucho usar las tarjetas, pero es 
parte también de esa resistencia que como seres humanos tenemos ante los cambios. 


Cuenten conmigo y con esta comisión para tratar de encontrarle una solución a lo que 
venimos haciendo en esta transición. Quizás podemos reunirnos nuevamente, por ahí no en la 
comisión, pero sí en la mesa de trabajo para ir buscando juntos alternativas. 


SEÑORA MOREIRA (Solange).- Quisiera hacer una aclaración porque hablaron de pagos del BPS y 
de algunas poblaciones donde efectivamente se está pagando. 


Aquí se nombraron localidades donde existen Centros de Atención Ciudadana y quiero 
recordarles que en lugares como El Eucaliptus -que fue mencionado por el señor senador Mujica— se 
pagan pensiones y jubilaciones. Hoy por hoy en las 23 localidades donde hay Centros de Atención 
Ciudadana se pagan pensiones y jubilaciones. Incluso, en La Paloma, de Durazno, que está tan lejos y 
a veces cuando llueve ni el ómnibus pasa, la única forma de salir de ahí es a caballo o en tractor. Allí 
existe un Centro de Atención Ciudadana y se pagan las jubilaciones y pensiones. Me preocupa un poco 
el comentario porque el BPS sigue teniendo un acuerdo con el Correo, en los Centros de Atención 
Ciudadana no dejaron de hacerse pagos y nuestra intención es que eso no se restrinja a las 23 
localidades sino que se extienda a las poblaciones donde existe un menor número de habitantes. 


Recordemos que, según el INE, hay 122 localidades que tienen entre 500 y 2.000 habitantes; 
no sé cuántas son las que tienen menos que eso, pero estamos atentos. 


Creo que es importante señalar otro aspecto. Acá se habló de sistema financiero y de giros, y 
a ese respecto quiero decir que los giros postales existen y están reglamentados tanto a nivel nacional 
como internacional; existen como tales desde la aprobación de la Ley n.” 19009 sancionada en el año 
2012. Por lo tanto, ¡tengan en cuenta al Correo Uruguayo! Creo que ya nos comprometimos con el 
señor Vallcorba a trabajar en conjunto con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y con el Ministerio 


de Economía y Finanzas porque, obviamente, la red de cobros y pagos va a instalar locales donde 
exista rentabilidad, y nosotros, que pertenecemos al ámbito público, si bien buscamos la eficiencia en 
nuestra gestión, vamos a buscar la inclusión. Quiero aclarar que no usamos la palabra «inclusión» 
porque sí; nosotros creemos en la inclusión porque vivimos la exclusión. 


Muchísimas gracias. 


SEÑOR VALLCORBA.- Me gustaría comentar algunas de las intervenciones realizadas por distintos 
señores senadores. 


Con respecto a lo que señaló el señor senador Mujica —que saludó el idealismo de resolver 
este tema en un año-, creo que es cierto; hay mucho de eso. Sin ser hincha de Peñarol, soy 
biológicamente optimista... 


(Hilaridad). 


—La lógica que está por detrás de lo que expresaba el señor senador Mujica —y que está 
presente en muchos aspectos de la ley— es la de plantearnos desafíos importantes en plazos breves; 
eso ayuda a mover y a destrabar, pero hay que hacerlo con los pies en la tierra y con realismo. Es 
decir, cuando no es posible cumplir con esos plazos exigentes, lo peor que podemos hacer es cerrar 
los ojos a la realidad y querer pasarle por encima. En eso creo que estamos en sintonía con todos los 
señores senadores que se han manifestado en la comisión. 


Por su parte, el señor senador Mieres habló de la cantidad de localidades y planteó si era 
posible abarcarlas en un período corto. Por eso manejamos tres etapas, de las cuales las dos 
primeras, que refieren a las localidades de entre 500 y 2.000 habitantes, alcanzan a 79 localidades. 
Con franqueza, creo que, si bien ese objetivo no es fácilmente cumplible, es posible. En cuanto a las 
localidades de más de 500 habitantes, creo que en un plazo razonable —que hoy no podemos 
establecerlo, por eso compartimos el tema de la flexibilidad— va a ser posible encontrar una solución. 
La etapa en la que vamos a tener el principal desafío va a ser la de localidades con poblaciones de 
menos de 500 habitantes —estamos hablando de 346 localidades—; seguramente allí requiramos 
tiempos bastante amplios, siempre con el norte de querer llegar a una solución, pero reconociendo que 
ahí sí tenemos una dificultad, porque estamos hablando de muchas localidades, muy pequeñas, donde 
la situación es muy dispar. 


Por eso compartimos el planteo del señor senador Mujica en cuanto a buscar una solución 
que dé mucha flexibilidad. Así también fue planteado por la señora presidenta, quien habló de «ni 
apuros ni resistencias». Creo que debemos tener la suficiente flexibilidad como para que esto se pueda 
implementar. 


El señor senador Mieres también planteó tener alguna certeza con respecto a la aplicación 
de la reglamentación. Creo que hay determinados criterios que es razonable que queden para la 
reglamentación, pero, al mismo tiempo —tal como señalaba el señor senador Delgado—, nosotros 
somos los principales interesados en evitar que la implementación de estos aspectos genere 
resistencia y disconformidad porque, en definitiva, lo peor que podemos hacer es querer apurarlo más 
allá de lo posible, ya que los efectos serían contrarios a los buscados. Cuando la experiencia de las 
personas es negativa en lo que refiere a la incorporación de algo, el resultado es el contrario al que se 
busca. Resulta esencial aplicar criterios flexibles a los efectos de que esto sea positivo y no nos genere 
problemas porque lo que queremos resolver es, precisamente, los problemas que hoy ya tenemos. 


Por lo tanto, la certeza de aplicar la reglamentación está y, en definitiva, se trata de la 
búsqueda de una implementación adecuada de esta política pública. 


El otro punto planteado por los senadores Mujica y Delgado tenía que ver con subsidiar u 
otorgar beneficios. Es una línea en la que ya venimos trabajando y omití comentarlo en mi primera 
intervención. La idea que se tiene es profundizar en ella, focalizándola en las localidades más 
pequeñas. Hoy ya tenemos esquemas de promoción, por ejemplo, con la instalación de redes de 


puntos de extracción de efectivo y también en los comercios. Actualmente todas las localidades del 
interior y los barrios periféricos de Montevideo ponderan un 50% más que los barrios centrales. 
Nuestra idea es, tomando como base esos esquemas de promoción que hoy ya existen, profundizar 
esa discriminación positiva a favor de las situaciones más complejas, ponderando en mayor medida a 
las localidades más pequeñas e, inclusive, diferenciándolas por su tamaño. Cuando hablamos de 
localidades de 500 a 1.000 habitantes —o de menos de 500- es necesario tener políticas específicas 
que faciliten la llegada de estos servicios a esos lugares. 


El señor senador Mieres hizo un comentario —que compartimos-— respecto a la limitación que 
tienen los POS para la extracción de efectivo. Compartimos su opinión de que esa no es la solución y 
lo hemos planteado en otras ocasiones. 


Nosotros identificamos tres escalones en cuanto a la posibilidad de acceder al efectivo. En el 
primer escalón tenemos a los cajeros automáticos. En el segundo están los corresponsales financieros, 
es decir, las redes de cobranza que permiten brindar una solución en localidades donde no es posible 
instalar un cajero automático porque, en definitiva, son locales que mueven efectivo y están en 
condiciones de hacer frente a retiros importantes de dinero. El tercer escalón —-que no resuelve el 
problema profundo de acceso al efectivo, pero sí es un mecanismo que facilita resolver los temas 
cotidianos— es lo que a nivel internacional se denomina el cash back, es decir, la posibilidad de que en 
cualquier comercio que acepte medios electrónicos la persona pueda ir y obtener pequeñas cantidades 
de efectivo. Eso no resuelve el problema de una persona que necesite acceder a un monto importante. 
¿Cuál es la idea? El acceso al efectivo a través de los POS. Actualmente tenemos 50.000 en la 
economía; existe una capilaridad muy grande que va creciendo a un ritmo de 800.000 por mes. El ritmo 
de crecimiento que existe es realmente muy acelerado y nos pone como un caso de estudio a nivel 
regional. Los países de la región están analizando nuestro proceso, por ejemplo, en cuanto a cómo 
hemos logrado aumentar la capilaridad, a nivel de las redes de POS, en todo el país. Esto que, en 
principio, puede parecer un poco paradójico —pues estamos promoviendo la sustitución del efectivo y, 
al mismo tiempo, queremos multiplicar los puntos de extracción de efectivo— es necesario. La persona 
se va a acostumbrar o va a estar dispuesta a salir sin efectivo si sabe que en cualquier lugar puede 
acceder a pequeñas cantidades de dinero. Esa es la lógica de la extracción en los POS. Por ejemplo, si 
la persona necesita $ 200 o $ 300, va a un comercio y los obtiene y para el comercio también es un 
beneficio porque eventualmente puede comprar algún artículo y, al mismo tiempo, se saca efectivo y 
mejoran las condiciones de seguridad, pero no se resuelve el problema de fondo, que sí se soluciona 
con las otras dos herramientas. En eso coincidimos. 


Me parece que existe una gran sintonía y creo que es importante que busquemos criterios 
flexibles. Estamos planteando —como señaló el señor senador Camy- establecer la posibilidad de 
prorrogarlos sin límite y no encorsetarnos en un plazo porque, en particular en las localidades más 
pequeñas, somos conscientes de que, más allá del idealismo —que lo seguimos manteniendo-, esto 
nos va a llevar tiempo y hoy no estamos en condiciones de determinar cuál será ese plazo. Pero es 
importante tener las herramientas para ir graduando la aplicación de este mecanismo, en función de 
cómo vayamos avanzando en cada uno de los casos. Reconocemos que hay situaciones diferentes y, 
en función de ello, las respuestas también deben ser distintas, atendiendo a cada una de ellas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Antes de ceder el uso de la palabra al señor senador Mujica, quisiera 
solicitar a los invitados que nos dejen la redacción alternativa para estudiarla. 


SEÑOR MUJICA.- Simplemente quiero decir algo muy breve. 


Tengo plena confianza en las posibilidades del Correo Uruguayo. Hace unos años viví una 
experiencia muy interesante con el «caravaneo». No era fácil llegar a todos los rincones del país con 
las caravanas, sobre todo, con los sectores ganaderos más chicos y pobres. Sin embargo, se hizo una 
formidable experiencia y tuvimos una discusión sobre este tema en la que planteamos nuestra 
preocupación por lo social. En nombre de la libertad, parecía lógico que el «caravaneo» fuera 
voluntario pero, entonces, corríamos el riesgo de crear dos tipos de ganadería: una de ricos y otra de 
pobres, con las consecuencias que ello podía tener. 


La decisión que tomamos apuntó a que fuera obligatorio, pero el Estado se hacía cargo del 
costo de las caravanas y establecía, con el Correo Uruguayo, un mecanismo para llegar a todas partes, 
es decir que, si se quiere, así socializábamos el costo. 


La preocupación por las pequeñas localidades puede llevar a la necesidad de inventar 
mecanismos, incluso portátiles, que tengan un costo quizás más grande que en otro lado. Eso —por dar 
una idea— no debe tener costo para los ciudadanos que lo usen. Puede ser que en las localidades 
chicas haya un aumento del costo del servicio, pero la preocupación radica en que no lo paguen ellos, 
sino que se distribuya en el costo general de la sociedad. 


Gracias. 
(Se retiran de sala los representantes del Ministerio de Economía y Finanzas y del Correo Uruguayo). 
(Ingresan a sala los economistas Álvaro Ons y Martín Vallcorba). 


A continuación vamos a considerar el proyecto de ley del Sistema Nacional de 
Transformación Productiva y Competitividad. 


Luego de dar lectura a los asuntos entrados cederemos el uso de la palabra a los 
representantes del Ministerio de Economía y Finanzas para referirse a las modificaciones del proyecto 
de ley en discusión. 


Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes). 


«Copia de la versión taquigráfica de las palabras del edil Emilio Domínguez de la Junta 
Departamental de Cerro Largo sobre la intención del Poder Ejecutivo de gravar el sueldo de retirados 
militares y pensionistas. Fue remitida por correo electrónico. 


La Corporación de Protección de Ahorro Bancario presenta memoria anual y estados 
contables al 31 de diciembre de 2015, dando cumplimiento a lo dispuesto en el último inciso del artículo 
24 de la Ley n.* 18401». 


SEÑOR ONS.- Buenos días señores senadores. 


El Ministerio de Economía y Finanzas me encomendó que concurriera a la comisión para 
brindar su posición con relación al proyecto de ley del Sistema Nacional de Transformación Productiva 
y Competitividad. A estos efectos, me voy a apoyar en una nota que el ministro de Economía y 
Finanzas remitió a la Comisión de Hacienda de la Cámara de Representantes, en ocasión de la 
consulta sobre el proyecto de ley sustitutivo, que fuera presentado en dicha comisión y finalmente 
aprobado por la Cámara de Representantes. 


A ese respecto, el Ministerio manifestaba que tiene una valoración muy positiva del proyecto 
de ley sustitutivo, en tanto se entiende que mantiene y consolida aspectos esenciales del proyecto 
original propuesto por el Poder Ejecutivo, al tiempo que se establece un mayor énfasis para la 
transformación productiva, cuestión que se comparte y que se entiende que va a contribuir a 
incrementar el potencial del sistema en cuanto a su efecto sobre el desarrollo productivo. 


En el proyecto de ley sustitutivo, a diferencia del original, se establecen con mayor detalle las 
finalidades del sistema y se entiende que estas inclusiones y estos agregados son de recibo. Se 
apunta a transformación productiva, expansión de las actividades innovadoras, mayores niveles de 
valor agregado y contenidos tecnológicos nacionales, generación de capacidades locales, 
incorporación en cadenas de valor, entre otros. 


También se acompañan y se entiende que son muy positivas algunas modificaciones 
significativas en el diseño institucional como, por ejemplo, la ampliación de la integración del gabinete 
y, al mismo tiempo, el establecimiento de un equipo de coordinación integrado por la secretaría del 
sistema en conjunto con representantes de cada uno de los ministros. Se entiende que este es un 
avance. Es importante formalizarlo porque se piensa que va a contribuir al buen funcionamiento del 
sistema. 


Asimismo, se acompaña la figura de los consejos consultivos de transformación productiva y 
competitividad como un ámbito de interacción y coordinación entre sector público y sector privado. 


En síntesis, en esa ocasión el señor ministro manifestaba su posición favorable respecto del 
proyecto y destacaba la importancia de su aprobación rápida a efectos de consolidar un soporte 
institucional adecuado a los desafíos cada vez más complejos del desarrollo productivo sustentable e 
innovador. 


Esa es, resumidamente, la posición del ministerio en cuanto al proyecto. 


SEÑORA MOREIRA.- En honor a la larga espera a la que hemos sometido al señor Ons, quiero aclarar 
que hemos conversado sobre los cambios sugeridos por la Oficina de Planeamiento y Presupuesto con 
ellos a partir de las modificaciones que entraron en la Cámara de Representantes y algunas sugeridas 
aquí por la propia bancada del Frente Amplio. De manera que ya habíamos conversado largamente 
sobre este asunto y por eso no estamos formulando preguntas. Estamos de acuerdo con todas estas 
modificaciones, claro está. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos al economista Álvaro Ons su presencia en la sesión de hoy. 
(Se retiran de sala los economistas Martín Vallcorba y Álvaro Ons). 


—Pongo a consideración de la comisión si comenzamos la discusión del proyecto en el día de 
hoy. 


SEÑOR DELGADO.- Hemos escuchado decir a la senadora Moreira que las modificaciones 
propuestas ya fueron conversadas con la bancada del Frente Amplio. En la bancada del Partido 
Nacional estábamos esperando que terminaran de proponer las modificaciones que la OPP y el 
Ministerio de Economía y Finanzas habían sugerido para hacer un análisis del tema. Obviamente, hubo 
una decisión de la bancada de representantes del Partido Nacional de votar en contra este proyecto. 
Lo que sucedió fue que hubo una modificación del proyecto original en la Cámara de Representantes y 
el Partido Nacional, por una serie de consideraciones, lo votó en contra. Luego el proyecto ingresó al 
Senado y la OPP presentó modificaciones con respecto a dicha propuesta, con algunos agregados 
más parecidos al proyecto original y otros que son diferentes. Por estos motivos creemos necesario 
contar con un poco de tiempo para poder tomar una resolución a nivel de la bancada. 


SEÑOR AMORÍN.- Si este proyecto de ley se vota hoy, nosotros lo vamos a hacer en forma negativa. 
Si se vota más adelante, podríamos analizar con nuestra bancada las modificaciones que ha 
introducido la OPP. Reitero, en el día de hoy este proyecto lo votaríamos en forma negativa. 


SEÑORA MOREIRA.- Es lógico que el resto de las bancadas —del Partido Nacional, del Partico 
Colorado y del Partido Independiente— están tomando conocimiento de las modificaciones en el día de 
hoy, y va de suyo que propongamos una nueva sesión de la comisión para el análisis del proyecto. De 
ser posible, esta convocatoria debería ser antes de la sesión extraordinaria que hemos propuesto, 
donde pensamos votar algunos de los proyectos de ley que nos han quedado pendientes. Si los 
senadores recuerdan, planteamos que esa sesión fuese el día 23, donde consideraríamos el proyecto 
sobre el narcotráfico. Entonces, la propuesta es que la comisión se reúna con anterioridad a esa fecha 
=solicitando a todas las bancadas que tengan fijada su posición a esa altura—, para así poder votar el 
proyecto de ley relativo al sistema nacional de competitividad junto con el de narcotráfico en la fecha 
planteada. 


SEÑOR HEBER.- En realidad, estamos en contra de que esto se haga por ley. Creemos que para 
llegar a un Sistema Nacional de Transformación Productiva y Competitividad no es necesario hacerlo 
mediante un proyecto de ley, porque eso genera rigideces en el Estado. Es una organización estatal 
que por medio de un decreto se puede establecer perfectamente, si es que el Gobierno tiene voluntad. 


Reitero que estamos en contra de la iniciativa, porque no nos parece que esta sea la vía 
correcta. 


(Dialogados). 


SEÑORA PRESIDENTA.- Consulto si todos estaríamos dispuestos a esperar unos días más para que 
puedan tomar posición las bancadas del Partido Nacional y del Partido Colorado con respecto a este 
tema. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica). 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Nos vamos a abocar al análisis de la rendición de cuentas y es un 
trabajo muy intenso, por lo que no creo que quede margen para estudiar algunos aditivos que hay para 
este proyecto de ley. 


Además, en lo que a mí y a mi grupo respecta, esta iniciativa nos merece cierto tipo de 
observaciones que se han mencionado a lo largo de su tratamiento. Por lo tanto, propongo dejar el 
análisis de este tema para después de la rendición de cuentas porque, reitero, no estamos en 
condiciones de lograr una aproximación a eventuales ventajas o beneficios de este proyecto de ley. 


SEÑORA MOREIRA.- Sin ánimo de entrar en una discusión sobre el procedimiento, entendí que la 
bancada del Frente Amplio había tomado la decisión de votar este proyecto de ley junto con el de 
narcotráfico en la sesión extraordinaria que se va a llevar a cabo. De todas formas, la bancada se 
reunirá el próximo lunes, así que si esa decisión se ratifica seguiremos con el plan de votarlos de 
manera conjunta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En definitiva, todos llevaremos el tema a nuestras bancadas para su análisis. 
Se levanta la sesión. 


(Son las 12:19). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


